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RESUMEN  
La violencia sexual contra la mujer ha estado presente en los conflictos armados, 
materializándose como una conducta generalizada, sistemática, invisibilizada y 
discriminatoria, la cual, con el tiempo ha sido regulada por normas convencionales y 
consuetudinarias; sin embargo este proceso ha pasado por dispendiosas etapas de 
consolidación, entre ellas la lucha por la regulación y sanción internacional de estas 
conductas como Genocidio, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad, Este artículo 
pretende analizar cuál ha sido el tratamiento de la violencia sexual contra la mujer en el 
derecho internacional humanitario, como crímenes internacionales.     
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 ABSTRACT 
Sexual violence against women has been present in several of the armed conflicts following 
history, materializing as a generalized, systematic, invisible and discriminatory behavior, 
which, over time, has been regulated by conventional and customary norms; however, this 
process has gone through costly stages of consolidation, among them the struggle for the 
regulation and international sanction of these behaviors as Genocide, war crimes and crimes 
against humanity, That is why this article tries to analyze what has been the treatment of the 
sexual violence against women in international humanitarian law, as international crimes. 
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 INTRODUCCIÓN 
La violencia sexual contra la mujer ha existido en varios conflictos armados de la historia. 
Las mujeres han sido una de las principales víctimas de este tipo de actos de barbarie 
(ECOSOC,2005.p.2), la cual ha despertado la necesidad, de ser reguladas en la guerra  
mediante normas convencionales o consuetudinarias (CICR.2007.p.30), sin embargo la 
prohibición y sanción de los actos de violencia sexual contra la mujer en el derecho 
internacional humanitario (DIH) como crímenes internacionales, ha tenido que pasar por un 
largo proceso de reconocimiento jurídico (Lirola & Martin, 2013,p.11). Proceso de 
consolidación que es entramado en un inicio, por determinadas luchas para sancionar a los 
individuos responsables penales de los crímenes más atroces como la violencia sexual.              
Por lo anterior este artículo pretende analizar el tipo de tratamiento que ha tenido la violencia 
sexual contra la mujer en el DIH como crímenes internacionales, observando además la 
importancia de los aportes del Sistema penal internacional, específicamente lo que concierne 
a los Tribunales ad hoc de ex Yugoslavia y Ruanda y la Corte Penal Internacional.        
En miras de realizar este análisis, es necesario empezar por establecer como desde tiempos 
antiguos han existido normas convencionales y consuetudinarias que han intentado regular  
el fenómeno de la violencia sexual contra la mujer en los conflictos armados, pero que han 
presentado fallas al no resaltar la dimensión y el impacto que tienen estos actos en la mujer. 
A saber el Código de Lieber de 1863, norma consuetudinaria, vinculó expresamente la 
violación contra la mujer como una conducta prohibida en la guerra, la cuarta Convención 
de la Haya de 1907, hace alusión a la violación y al honor de la familia, el Estatuto del 
Tribunal Penal Internacional de Núremberg, donde ni siquiera hace referencia a esta 
conducta, el Estatuto del Tribunal Penal Internacional de Tokio, que circunscribe la 
violación como un crimen de guerra y genera condenas a varios soldados por estos actos, 
(Odio, s.f.; Viseur, s.f.), o los Convenios de Ginebra de 1949, donde precisa los atentados 
contra el honor, pudor, la violación y la prostitución forzada, como actos de violencia sexual, 
sin incluirla como infracción grave al DIH  (Lirola & Martin, 2013, p.13). 
 Así mismo se observara que hasta este punto, en términos de algunas autoras estas normas 
llevaban un enfoque relacionado más con el honor y pudor de las mujeres, desde un esquema 
patriarcal, que refería más al honor del hombre y al papel de la mujer como madres y esposas 
(Tierney, s.f, p. 4). 
Una segunda parte evidencia como el sistema penal internacional ha realizado varios aportes 
a entender la violencia sexual contra la mujer como crímenes internacionales en el DIH 
mediante la creación de los Tribunales ad hoc de ex Yugoslavia y Ruanda (TPIY-TPIR)  y 
la Corte Penal Internacional (CPI).  La creación de los TPIY y TPIR con sus respectivos 
Estatutos, conformaron un nuevo hito a los crímenes sexuales en el DIH  (Villellas, Urrutia, 
Royo & Villellas, 2016. p.6). 
Especialmente la jurisprudencia permitió entender los actos de violencia sexual contra la 
mujer como una infracción al DIH, es decir como un crimen de guerra, también como crimen 
de lesa humanidad y genocidio. Por ejemplo el caso Furundzija, es el primero en reconocer 
que la violación puede constituir un crimen de guerra, en virtud del artículo 3 común a los 
Convenios de Ginebra de 1949, relativos a los conflictos armados que no sean de índole 
internacional (ECOSOC,2001,p.13). El caso de Foca, se caracterizó por ser el primero en 
condenar exclusivamente a combatientes al incurrir en el crimen de guerra por violación y 
el primero en mencionar y condenar la esclavitud sexual como crimen de lesa humanidad 
(Odio.s.f.p.288). Y el caso Akayesu, por ser el primero en hallar culpable a un acusado por 
cometer violación como genocidio (UN, 2012, párr.8). 
En consonancia a lo conceptuado especialmente por el  TPIY en sus casos, se destacará tal 
y como lo mencionó Vivas y Pérez (2016) en su escrito “Sobre la Situación de Graves 
Violaciones de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario en Contra de 
las Mujeres en el Conflicto Armado Colombiano” que “las víctimas de esta clase de delitos 
no son exclusivamente del sexo femenino, aunque en el contexto de los conflictos armados 
la mayoría de los casos tienden afectar principalmente a mujeres, adolescentes y niñas” 
(p.89), como muestra de ello el Caso Celebici resalta varios testimonios que aseguraron 
 haber visto la coacción de dos hermanos a cometer actos de felación (TPIY. Case n° IT-96-
21-T) 
Por otro lado se mencionará que pese a los grandes aportes que realizaron estos Tribunales 
su carácter temporal y territorial lo hacía inaplicable en un contexto universal.  Hasta que se 
creó el Estatuto de Roma, el cual aprobó la creación de una Corte Penal Internacional de 
carácter permanente e independiente donde vinculó la perspectiva de género después de una 
ardua lucha entre progresistas y conservadores sobre si incluir o no el termino de género en 
el articulado (Odio, 2014, p. 261).   
 El Estatuto de Roma se presentó con mayores avances en la comprensión de los crímenes 
sexuales en conflictos armados, por desarrollar nuevas modalidades de violencia sexual, 
dejando abierta la posibilidad mediante una clausula general, la inclusión de nuevas formas, 
siempre que cumplan con los criterios y elementos jurídicos de cada crimen, relacionado en 
el Estatuto (Lirola & Martin, 2013, p. 19). 
La jurisprudencia de la Corte Penal Internacional,  no relaciona muchos casos de violencia 
sexual, sin embargo unos de los más relevantes para este escrito son: el caso Katanga (caso 
N° ICC-01/ 04-01/ 07), el cual enfatizó que el matrimonio forzado podía constituir esclavitud 
sexual en cualquiera de los crímenes estipulados en el Estatuto y el caso Bemba (caso N° 
ICC-01/05-01/08-3399), que aclaró que es inexistente el consentimiento, cuando los actos 
han precedido de fuerza, amenaza o coacción.  
Este artículo finaliza, con algunos porcentajes de algunas mujeres víctimas de violencia 
sexual en conflictos armados, como Afganistán, Colombia, República Centro Africana, entre 
otros, donde se evidencia que a pesar de todos los esfuerzos de los Tribunales ad hoc y la 
Corte Penal Internacional, son conductas que siguen arraigadas ineludiblemente a varios 
conflictos armados. 
 
 
 1. ANTECEDENTES SOBRE LA REGULACIÓN DE LA VIOLENCIA 
SEXUAL CONTRA LA MUJER EN LOS CONFLICTOS ARMADOS 
 El tratamiento de la violencia sexual contra la mujer en tiempos de conflictos armados 
internacionales y no internacionales (CAI-CANI) ha tenido un amplio desarrollo en el 
Derecho Internacional Humanitario (DIH) Regulada y codificada a través del tiempo por 
diversas normas convencionales o consuetudinarias. De este modo lo ha evidenciado y 
confirmado los trabajos de algunos autores reconocidos y Organizaciones Internacionales 
que a continuación, para objeto de este estudio se mencionaran.  
En el desarrollo del DIH, han existido leyes y costumbres adoptadas en la guerra, que 
prohibieron las conductas crueles y deshonrosas (CICR, 2007, p.29), como la violencia 
sexual contra la mujer, por ser ella una de las principales víctimas de los conflictos armados 
(ECOSOC, 2005, p.2). Estas prohibiciones fueron plasmadas en normas convencionales o 
consetudinarias que han pasado por un largo proceso de consolidación, desde tiempos 
remotos hasta lo que hoy se conoce como el siglo XXI.    
Al respecto Patricia Viseur Sellers como Fiscal auxiliar principal para el Tribunal Penal 
Internacional de la ex Yugoslavia y Ruanda, ha indicado que “aunque se le ha aplicado de 
forma deplorable, la violencia sexual figuró entre las prohibiciones “tempranas” del derecho 
humanitario en varias regiones del mundo” (s.f., p.7).Territorios, que promovieron normas 
en favor de proteger a la mujer de ataques sexuales por parte de combatientes; aunque al 
inicio no siempre, aplicaban a favor de las mujeres que pertenecían a otras circunscripciones. 
Como el caso que expuso Elizabeth Odio Benito, jueza del Tribunal Penal Internacional para 
la ex Yugoslavia, en su escrito sobre “La Violación y Graves Agresiones a la Integridad 
Sexual Como Crímenes Sancionados por el Derecho Internacional Humanitario”, donde 
indicó que durante:  
Las prácticas caballerescas de la Edad Media supusieron alguna protección 
para las mujeres. Ordenanzas de Guerra promulgadas durante la Guerra de los 
Cien Años (siglos XIV y XV) prohibieron la violación durante la guerra y la 
sancionaron con pena de muerte. La prohibición sin embargo, no fue muy 
 acatada, sin olvidar que no se aplicaba a las ciudades que se conquistaban 
luego de un sitio o asedio, muy común por lo demás, como estrategia de guerra 
en esas épocas (s.f.,p. 268). 
No obstante, “la codificación de los delitos sexualmente violentos en tiempos de guerra, fue 
avanzando tímidamente a fines del siglo XIX y comienzos del XX, en lo que se conoce como 
el período moderno inicial del Derecho Internacional Humanitario” (Viseur, s.f, p.8); Durante 
esta época se creó el Código de Lieber de 1863 mediante una compilación de normas 
consuetudinarias, que hicieron alusión a  la violación como una conducta prohibida en la 
guerra (Odio, s.f, p. 269), el Código de Lieber sirvió como base en el borrador de un convenio 
internacional sobre las leyes y costumbres de la guerra presentado en la conferencia de  
Bruselas de 1874, el cual no tuvo carácter vinculante (CICR, 2007,p.29). Empero lo 
recopilado en los Convenios de Bruselas sirvió como antecedente en la creación de las 
Convenciones y Declaraciones de la Haya de 1899 y 1907 (p.30).  
En el contenido de las Convenciones de la Haya, asegura Viseur (s.f.) se puede observar la 
regulación indirecta de la violencia sexual contra la mujer en los conflictos armados toda vez 
que: 
Tanto el artículo I del Anexo a la Segunda Convención de La Haya (julio 
1899) como el artículo I de la Cuarta Convención de La Haya (1907) advierten 
a los beligerantes que deben “conducir sus operaciones de acuerdo a las leyes 
y tradiciones de la guerra” que sub silencio, prohibían todos los crímenes de 
guerra convencionales incluyendo la violación, también el artículo 46 de las 
Regulaciones de la Cuarta Convención de La Haya (1907) afirma que en 
períodos de ocupación militar “el honor de la familia debe ser respetado”  
(p.8).     
El propósito de estas normas se dirigía a la protección de la población civil de las conductas 
beligerantes, sin embargo a raíz de los conflictos armados del siglo XX, se intensificó la 
violencia contra civiles, en especial mujeres (...) (Odio, s.f. p. 270). Por ejemplo las guerras 
mundiales, fueron muestra de violaciones de los derechos humanos de mujeres que fueron 
 víctimas de violencia sexual, aunque de manera más invisibilizada, si lo comparamos con los 
posteriores conflictos armados de Yugoslavia y Ruanda que la hicieron más visible. 
El estudio realizado por Villellas, Urrutia, Royo y Villellas (2016) como investigadores de 
la Escola de Cultura de Pau, en su informe sobre “Violencia Sexual en Conflictos Armados” 
relaciona el número de mujeres víctimas, a raíz de los sucesos ocurridos en las guerras 
mundiales, estableció que en :  
Las violaciones masivas de mujeres alemanas por parte del  Ejército soviético;  
entre 100.000 y un millón de mujeres pudieron haber sido víctimas de esta 
violencia y el fenómeno de las “mujeres confort”, esclavas sexuales al servicio 
del ejército japonés durante la Segunda Guerra Mundial. Entre 80.000 y 
200.000 mujeres, la inmensa mayoría de ellas coreanas, fueron víctimas de la 
violencia sexual en los burdeles militares japoneses extendidos por toda Asia  
(p.6).  
De acuerdo a la Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional (siglas en inglés, 
PCNICC) (2002)  los acontecimientos  de la primera guerra mundial, dieron lugar a la 
creación del Tribunal Militar Internacional de Núremberg con la finalidad de juzgar 
penalmente a aquellos responsables de crímenes contra la paz de los países Europeos. Cuyo  
Estatuto no hizo pronunciamiento alguno sobre sanción a crímenes sexuales. La única 
mención que hace, se encuentra en la sección II, artículo 6, sobre los crímenes de lesa 
humanidad, donde  relaciona las conductas como:  
El asesinato, la exterminación, esclavización, deportación y otros actos 
inhumanos cometidos contra población civil antes de la guerra o durante la 
misma; la persecución por motivos políticos, raciales o religiosos (Cruz Roja, 
1945, p. 3) (lo subrayado es propio). 
 Para Odio (s.f., p.271) la frase de “otros actos inhumanos” interpreta intrínsecamente la 
conducta de violación. Además que la ley N°10 del Consejo de Control Para Alemania, que 
rigió los procedimientos contra los criminales de guerra, incluyó la violación como un crimen 
 contra la humanidad. Sin embargo el alto Tribunal Militar Internacional de Núremberg no 
presentó casos donde responsabilizará penalmente a algún combatiente, aunque si conoció 
casos, en campos de concentración nazi, sobre esterilizaciones forzadas, castraciones o 
experimentos en fertilidad  (Viseur, s.f, p.9).  
De otro lado,  el  Tribunal Militar Internacional para Tokio le dio una mayor atención a los 
crímenes sexuales contra la mujer, ya que vinculó textualmente el cargo de violación como 
crimen de guerra en su Estatuto (Odio, s.f., p.272), y los jueces de este alto Tribunal si 
pronunciaron condenas por crímenes de guerra, cometidos bajo la categoría de “asesinatos, 
violaciones y otras crueldades” (Viseur, s.f,  p.9). 
 Lo anterior a manera de reflexión evidencia como la primera y segunda guerra mundial  
fueron escenarios de degradaciones humanas, donde las mujeres particularmente, fueron  
expuestas a conductas que involucraban violencia sexual. Actos que el Tribunal Militar 
Internacional de Núremberg invisibilizó e ignoró, al no plasmarlo en su Estatuto, ni condenar 
la violación,  lo que sí hizo el Tribunal Militar Internacional de Tokio, que visibilizó un poco 
más la violencia sexual, al proferir fallos, vinculando la responsabilidad penal de 
combatientes. Si bien los dos Tribunales de manera independiente trataron de manera 
diferente los actos de violencia sexual contra mujeres como crímenes internacionales, tenían 
la obligación ineludible de “asegurar la responsabilidad penal individual en relación a 
conductas calificables como crímenes internacionales” (Tirado, 2013, p. 150).   
 Ahora bien, a pesar de la existencia de estos conflictos, la violencia sexual contra la mujer 
fue incrementándose en algunos conflictos armados internacionales y no internacionales 
(Villellas, et al., 2016, p. 9). Lo que aumentó la necesidad a nivel internacional de prohibirla 
y sancionarla como una conducta que puede constituir un crimen de guerra, crimen de lesa 
humanidad o un acto de Genocidio (ECOSOC, 2001, p. 7). Mediante diversos instrumentos 
internacionales que con el tiempo han incluido la violencia sexual contra la mujer en el 
Desarrollo del derecho Internacional Humanitario. 
 
 1.1. LA VIOLENCIA SEXUAL CONTRA LAS MUJERES EN LOS CONVENIOS 
DE GINEBRA DE 1949 Y LOS PROTOCOLOS ADICIONALES I Y II DE 1977 
 
El desarrollo del Derecho DIH como un cuerpo jurídico se da con los convenios de Ginebra  
para la protección de las víctimas de la guerra de 1864, 1906, 1929, y 1949 (CICR, 2007, 
p.30), lo que procura el derecho de Ginebra es el respeto por los derechos humanos en caso 
de CAI y CANI  , en esencia de la población civil  no combatiente (Valencia, 2007, p.30), 
los convenios más importantes del DIH, son los cuatro convenios de Ginebra de 1949, cuya 
novedad fue aportada por el IV convenio de Ginebra y el articulo 3 común a los IV convenios, 
disposición aplicable a conflictos armados no internacionales  (p.38).  
En materia de violencia sexual contra la mujer en conflictos armados, el IV Convenio de 
Ginebra, relativo a “La Protección Debida a las Personas Civiles en Tiempo de Guerra” del 
12 de agosto de 1949, pronunció a través del artículo 27, que “Las mujeres serán 
especialmente protegidas contra todo atentado a su honor y en particular, contra la violación, 
la prostitución forzada y todo atentado a su pudor” (CICR, 2010).  Por su parte el artículo 3 
común a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949,  aplicable a los conflictos armados de 
carácter no internacional, incorporó en su literal C, “los atentados contra la dignidad personal, 
especialmente los tratos degradantes y humillantes” (CICR, 2010).  Estas disposiciones 
normativas fueron complementadas por los protocolos adicionales I y II (…) que prohibieron 
la violación entre otros actos de la misma categoría, en CAI y CANI (Viseur, s.f., p. 10).  
 El Protocolo adicional I  de los Convenios de Ginebra de 1949, ratificado en 1977, relativo 
a la “Protección de Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales”  establece en el 
capítulo II sobre “Las Medidas en Favor de las Mujeres  y los Niños”, artículo 76, (1),  que 
“las mujeres serán objeto de un respeto especial y protegidas en particular contra la violación, 
la prostitución forzada y cualquier otra forma de atentado al pudor” (CICR, 2012, p.59). 
Precepto que en su totalidad, hace parte del derecho internacional consuetudinario y por lo 
tanto debe ser respetado por todos los estados”  (citado por Viseur, s.f., p.11).  
 El mismo carácter tiene el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949, 
aprobado en 1977, relativo a “La Protección de las Victimas de Conflictos Armados sin 
Carácter Internacional”, que refiere en el Título II  sobre “El Trato Humano”,  Articulo 4 (2) 
(e),  “los atentados contra la dignidad personal, en especial los tratos humillantes y 
degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor”  
(CICR, 2012, p. 89).  
 Esta disposición goza igualmente de un carácter consuetudinario en términos del  Secretario 
del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (2000), cuyo informe de “El 
Establecimiento de un Tribunal Especial para Sierra Leona” indicó que:  
Las infracciones del artículo 3 común a los Convenios de Ginebra y del 
artículo 4 del Protocolo Adicional II de dichos convenios cometidas en un 
conflicto armado de carácter no internacional se consideran desde hace tiempo 
punibles con arreglo al derecho internacional consuetudinario (p.4).   
 El hecho de que estas normas gocen de una categoría consuetudinaria, la hace de obligatorio 
cumplimiento para todos los estados del mundo, así no hayan ratificado la normativa 
internacional (Valencia, 2007, p.64).   
A lo referido por los Convenios de Ginebra de 1949 y el Protocolo Adicional I, aparecieron  
críticas sobre las omisiones, en el marco de protección a las mujeres como posibles víctimas 
de atentados contra la integridad sexual, peculiarmente sobre dos puntos; el primero, en el 
hecho de que en ninguna parte de los textos aparecen estos actos como infracciones graves 
al DIH, los cuales se entienden como crímenes de guerra y el segundo por dar a entender que 
la protección de la mujer de atentados contra el honor y pudor, lleva intrínsecamente un 
concepto netamente patriarcalista.   
 Respecto al primer punto, es menester mencionar que se entiende por infracciones graves, 
aquellas violaciones graves al DIH, que se encuentran enumerados en los Convenios de 
Ginebra y el Protocolo I, que incluyen conductas como tortura, homicidio intencional, tratos 
crueles e inhumanos entre otros (CICR, s.f., párr.3). La lista no enumeraba la violación y 
 otras agresiones sexuales  (Odio, s.f., p.275). Vale aclarar, que la importancia de que una 
conducta constituya una infracción grave a los Convenios de Ginebra de 1949, radica en que 
debe ser castigada ya sea por un Tribunal Internacional o nacional, en virtud del principio de 
jurisdicción universal (CICR, s.f., parr.5). 
Al ser excluida en un inicio la violación y otros atentados contra la integridad sexual, la 
obligación internacional y nacional de juzgar estos crímenes era prácticamente inaplicable. 
Sin embargo como ya se ha mencionado, algunos autores concibieron que varias normas que 
protegen a la mujer de atentados contra la integridad sexual expuestos por los Convenios de 
Ginebra y los Protocolos son normas consuetudinarias, que deben ser respetadas por todos 
los Estados del mundo sin excepción alguna (Valencia, 2007.; Viseur, s.f.; Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas, 2000), además varios de los casos del Tribunal Penal 
Internacional para ex Yugoslavia, desarrollaron vía jurisprudencial, el carácter de crimen de 
guerra de la violencia sexual, por constituir una infracción grave a las Convenciones de 
Ginebra de 1949 (Odio, s.f, p.276), también el Estatuto de Roma vinculó expresamente el 
carácter de crimen de guerra, de todos los actos que constituyeran agresiones sexuales, de 
conformidad con el artículo 8, literal b, inciso XXII.     
 Cabe señalar, que en un principio los Convenios y el Protocolo no relacionaban la violencia 
sexual como una infracción grave al DIH, pero esto ha cambiado gracias al Derecho 
Internacional Consuetudinario, a los Estatutos y los precedentes jurisprudenciales del sistema 
penal internacional, como se observará en los posteriores ítems.          
Por otra parte, Isabel Lirola profesora de la Universidad de Santiago de Compostela y 
Magdalena Martin profesora de la Universidad de Málaga, informaron que surgieron serias 
críticas por el lenguaje usado por los Convenios de Ginebra, pues se consideraba que el bien 
jurídico protegido realmente era el honor y la dignidad de la mujer desde una perspectiva 
patriarcalizada (2013, p.13). Para lo que Anne Goldstein como directora de educación de 
derechos humanos de la Asociación Internacional de Mujeres Jueces, aseveró que el honor 
de la mujer se encuentra asociado con “(…) el significado social de defensa y pérdida de la 
moral sexual de las mujeres de la familia, La mujer, particularmente la esposa y madre, 
 representa a la familia (…) El hombre preserva su honor, en gran parte, protegiendo la 
modestia de su mujer” (s.f., p.4). 
Esta patriarcalización tiene que ver con el hecho de que la violencia sexual es emprendida 
contra la mujeres, muchas veces con el fin de herir el honor del enemigo, al observar que no 
pudo proteger a sus mujeres (CIDH, 2006, párr.51), es así como el cuerpo de las mujeres se 
convierte en un mecanismo, que se  entiende más como ofensa al honor del hombre, que un 
daño a la integridad sexual de la mujer por el simple hecho de ser humana y no representar 
un rol patriarcalizado en la sociedad.       
 Para autores como Maricel Mena  profesora e investigadora de la Universidad Santo Tomas,  
los preceptos de los Convenios de Ginebra relacionados con el honor de las mujeres, no 
abarcan la gravedad del delito de violencia sexual y no enmarcan su protección en estas 
circunstancias más allá del rol de esposas y madres (2012, p.53), por lo tanto estas 
disposiciones permiten considerar que el papel de la mujer, en los Convenios de Ginebra va 
más enfocado en el rol de madre que como mujer (Lirola & Martin,2013,p.13). Estas 
omisiones, de acuerdo a  Moreyra (2007, p.39) Coordinadora para América Latina y el Caribe 
de mujeres de paz en el mundo, podrían dar interpretaciones equívocas de disminuir la 
gravedad de la violencia sexual contra la mujer, o la simple aceptación de que sea un acto 
inevitable en la guerra (citado por Lirola & Martin, 2013, p.14).  Así mismo el hecho de que 
los actos de violencia sexual se consideraran un agravio al honor y pudor de la mujer, no 
permitía que se categorizaran como crímenes de guerra, actos de Genocidio o crímenes contra 
la humanidad (Palacian, 2014, p.3). 
Es hasta la guerra de los Balcanes de los 90’s y Ruanda que la violencia sexual contra la 
mujer obtiene una mayor atención a nivel Internacional (Villellas, et. al, 2016, p.6), debido 
a las constantes violaciones de derechos humanos, donde las principales víctimas fueron los 
civiles en especial las mujeres (ECOSOC, 2001, p.7), fue tan así la degradación humana en 
especial de mujeres en los conflictos armados de ex Yugoslavia  Ruanda, que la comunidad 
internacional no aguardo en prestar más atención a la violencia sexual.      
 2. CONTRIBUCIONES DE LOS TRIBUNALES AD HOC PARA EX 
YUGOSLAVIA Y RUANDA 
 
            Según Leatherman (2013) Directora de Estudios Internacionales y Profesora de Política en 
la Universidad Fairfield, en su libro sobre “Violencia Sexual y Conflictos Armados” 
basándose en los porcentajes recolectados por el Fondo de las Naciones Unidas para la Mujer 
(UNIFEM) pudo establecer que las cifras estimadas de mujeres víctimas de violencia sexual 
en la Guerra de los Balcanes osciló aproximadamente en 60.000 y en el Genocidio de Ruanda 
en 500.000 mujeres agredidas sexualmente (p.26).  
Por estas  y otras constantes violaciones de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario, el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en virtud de las facultades 
entregadas por la Carta de las Naciones Unidas de 1945, Capitulo VII, art.39, relacionado 
con la intervención en los asuntos internos de un Estado, cuando existan amenazas, 
quebrantamientos a la paz  y actos de agresión (Organización de las Naciones Unidas, 1945). 
Creó mediante la Resolución 827 de 1993 el Tribunal Penal Internacional para la ex-
Yugoslavia (TPIY) y adopto su respectivo Estatuto con el fin de que los crímenes perpetrados 
en zona hostil cesaran y que sus responsables fueran juzgados penalmente (Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas,1993, p.2), del mismo modo el Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas ante los acontecimientos de barbarie exteriorizados en Ruanda, opto por 
crear a través de la Resolución 955 de 1994, el Tribunal Penal Internacional Para Ruanda 
(TPIR), con su respectivo Estatuto (Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas,1994,p.2). 
Los Estatutos de los Tribunales  especiales Ad-Hoc de la ex- Yugoslavia y Ruanda, ( ETPIY 
y ETPIR), incluyeron la violación como un crimen de lesa humanidad y establecieron que la 
competencia territorial para juzgar y sancionar a los responsables de estos crímenes residía 
particularmente en las zonas donde los conflictos armados se desataron, en este caso Ruanda 
y la Antigua Yugoslavia (ETPIY, 1993, art.8; ETPIR, 1994, art. 7).  
Específicamente el Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia (ETPIY) 
establece en el artículo 5 que la violación constituye un crimen de lesa humanidad (lit. g), no 
 contiene la violación explícitamente como un crimen de guerra  y un acto de Genocidio 
(art.4); a diferencia del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Ruanda (ETPIR), el 
cual  relaciona aquellas graves violaciones al artículo 3 común a los Convenios de Ginebra  
y el Protocolo adicional II aplicados en conflictos armados no internacionales; donde 
introduce como crimen de guerra, la violación, la prostitución y otros actos degradantes 
(art.4. lit. e), así mismo el Estatuto también incluyó la violación como un crimen de lesa 
humanidad (art.2. lit.g) y la imposición de medidas destinadas a impedir los nacimientos 
dentro del grupo como un acto de Genocidio (art.3 lit. d) (Lirola & Martin, 2013, p.16). Es 
de aclarar que los Convenios de Ginebra de 1949, no manejaban el concepto de crímenes de 
guerra, fue en los protocolos adicionales de 1977, donde las conductas allí expresadas entre 
ellas la violación, tuvieron carácter de crímenes de guerra (Odio, s.f., p. 276).  
Los  Estatutos del TPIY y TPIR no incluyeron expresamente la violación y otros actos de 
violencia sexual en algunos de estos crímenes, su jurisprudencia    extiende el concepto de 
violación y violencia sexual, en el derecho internacional humanitario  como un crimen de 
guerra, crimen de lesa humanidad y acto de Genocidio como a continuación se observara con 
los casos tramitados por los  Tribunales. 
2.1.Precedentes jurisprudenciales del Tribunal Penal Internacional para ex 
Yugoslavia       
Los progresos que mostró en materia de violencia sexual, la jurisprudencia del Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY), se materializa en especial al haber considerado 
los actos de violencia sexual   como  crímenes de lesa humanidad, y  crímenes de guerra, ,  
entre otros aspectos que se verán  en los casos conocidos de la Fiscalía contra Tadic, Foca, 
Furundzija, y Celebici. 
2.1.1. Caso Prijedor (Fiscalía vs Tadic):  
En este caso la Sala de Primera instancia en sentencia del 7 de mayo de 1997, donde fue 
condenado el Oficial Tadic como ciudadano de ascendencia étnica Serbia, por incurrir en 
crímenes relacionados con persecuciones y tratos crueles e inhumanos perpetrados contra 
 civiles pertenecientes a la comunidad de Prijedor  (TPIY. Case n° IT-94-1-T. párr.715); no 
obstante, la Sala no condenó a Tadic  por crímenes sexuales, aunque si mencionó en sus 
consideraciones, que la violencia sexual podía constituir actos de agresión como crimen de 
lesa humanidad, siempre y cuando dichos eventos se caracterizaran por denegar los derechos 
humanos reconocidos en la carta de las Naciones Unidas (parr.703), también resaltó la 
importancia de dar aplicabilidad al principio de presunción de fiabilidad de los testimonios 
de víctimas de violencia sexual sin necesidad de corroborar la información; principio que no 
existía antes de la creación del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (párr.536).                         
El caso Tadic se configuró como el primer caso que presentó una condena, donde el crimen 
de persecución comprendía los crímenes sexuales, al haber participado el acusado en una 
campaña generalizada y sistemática que traía consigo la intención ineludible de perseguir a 
la población civil de Prijedor.     
2.1.2. Caso Foca (Fiscalía  vs Kunarac, Vukovi, Kova):    
 
 La Fiscalía del TPIY  profirió cargos contra Kunarac, Vukovi y Kova, por incurrir en 
graves violaciones a las leyes y costumbres de la guerra y en crímenes de lesa humanidad 
por actos de violación, tortura, esclavitud y ultrajes a la dignidad personal, cometidos 
contra civiles en especial mujeres musulmanas de Foca, ciudad de la República de 
Bosnia-Herzegovina (TPIY, case N° IT-96-23-I, párr.2); al respecto la Sala de primera 
instancia del TPIY, pudo demostrar a través de la evidencia, que los soldados serbios 
utilizaban las violaciones como un instrumento de terror (parr.15), ello mediante el 
establecimiento de Centros de detención como el  Partizan Sports Hall , donde varias 
mujeres eran sacadas por soldados serbios para ser violadas (párr.16). En términos de la 
sala los acusados incurrieron en ataques generalizados y sistemáticos contra civiles como 
parte de una campaña que pretendía expulsar a los musulmanes de la región (párr. 19-
22).  Razones que llevo a la Sala declarar responsables penalmente a Kunarac por los 
actos de violación y esclavitud como crimen de lesa humanidad y tortura, violación, y 
ultrajes a la dignidad personal como una  violación a las leyes o costumbres de la guerra 
(párr. 54), a Kova por los actos de esclavitud y violación como crímenes de lesa 
 humanidad y violación y ultrajes a la dignidad personal como una violación a las leyes y 
costumbres de la guerra (párr. 76) y por ultimo a Vukovic por crímenes de tortura y 
violación como crímenes de lesa humanidad y violaciones a  las leyes y costumbres de la 
guerra (párr. 88).      
 
La importancia de este caso radica,  en que por primera vez en la historia del Tribunal, la 
violación y los delitos conexos a la violencia sexual fueron el único motivo central en los 
cargos, el procedimiento y la sentencia  (Odio, s.f., p. 287), además, fue el único caso en 
del TIPY, que condenó exclusivamente a combatientes por incurrir en crímenes de 
guerra, por violación y el primero en mencionar y condenar la esclavitud sexual como 
crimen de lesa humanidad (p. 288). 
  
2.1.3. Caso Furundzija vs Fiscalía:  
      
La Sala de primera instancia del TIPY profirió sentencia contra Furundzija comandante local 
de la policía militar de Serbia (Jokers), por los delitos de tortura y atropellos personales a la 
dignidad humana incluida la violación como graves violaciones a leyes y costumbres de la 
guerra (TPIY. Case n° IT-95-17/1-T. párr. 296), en razón a las agresiones físicas, mentales y 
psicológicas, dirigidas contra 3 sujetos pertenecientes al pueblo de Nadioci de Bosnia 
Herzegovina, particularmente una mujer musulmana a quien la sala denomino testigo A, fue 
víctima de desnudez forzada por varios soldados y violación por uno de los soldados a cargo 
de Furundzija, con la finalidad de obtener información sobre una supuesta lista de hombres 
Croatas que se encontraba en su poder (parr.127). 
 
Igualmente,  la Sala analizó por primera vez la responsabilidad directa en los actos de 
vejación por los que se le investigaba, en la que no es necesaria su participación directa, basta 
con que actué a través de otros o ayude o fomente la comisión de los crímenes para que la 
conducta exista (parr.130), situación que fue corroborada por la Sala al determinar que 
Furundzija tuvo la posición de mando y no evitó de manera contundente los actos de 
 degradación sexual contra esta mujer, por el contrario fue participe directo de la comisión de 
esta conducta punible (párr. 188).   
Posteriormente, el ECOSOC (2001) retomando como referente el caso Furundzija  estableció 
que “el Tribunal confirmó el carácter de crimen de guerra de la violación, en virtud del 
artículo 3 común a los Convenios de Ginebra relativos a los conflictos armados que no sean 
de índole internacional (p. 13), a ello adiciona la Profesora e investigadora de la Universidad 
Católica de Colombia, Tania Giovanna Vivas y Mauricio Betancourt profesor de la 
Universidad Nacional en complemento a este caso, que “a partir de este momento se va a 
considerar que estas conductas dan lugar a responsabilidad internacional del individuo como 
crímenes de guerra, contra la humanidad o genocidio” (2010, p.251).      
Otra contribución relevante es que agregó otro requisito para la configuración de la tortura, 
que a saber es la posición de poder de los militares, lo que incluye a los Paramilitares o tropas 
irregulares que permitieron y ejercieron la violencia sexual contra mujeres en la guerra (p. 
14). Este caso definitivamente, es uno de los que más ha contribuido a entender como la 
violencia sexual puede constituir una grave infracción a los Convenios de Ginebra de 1949, 
y al artículo 3 común a estos Convenios, en la medida en que puede constituir un crimen de 
guerra, por actos de violación y otros crímenes conexos.    
2.1.4. Caso Celebici  (Fiscalía vs Delalic, Delic, Mucic y Landzo): 
 
La sala de primera instancia del TPIY, profirió  sentencia, el 16 de noviembre de 1998, contra 
4 sujetos,  por violar los Convenios de Ginebra de 1949 y las leyes y costumbres de la guerra 
(art.2), al cometer crímenes como tortura en la  modalidad de violación, tratamiento cruel e 
inhumano, confinamiento ilegal de civiles y homicidios, en el Centro de Detención de 
prisioneros Serbios de Celebici (art.3), ubicado en el municipio de Konjic de Bosnia 
Herzegovina (TPIY. Case n° IT-96-21-T párr. 1285).  En este caso el crimen de violación 
fue una de las conductas atribuidas al subcomandante Delic , así lo afirmó la Sala, en 
recepción de las testigos Grozdana y Anti, dos mujeres civiles Serbias que eran sacadas por 
las noches para ser interrogadas por el subcomandante Delic y otros soldados, quienes 
 aprovechaban para agredirlas y accederlas sexualmente (párr.864), en términos de la Sala no 
solo fueron estas dos mujeres víctimas de este flagelo, algunos testigos aseguraron que todas 
las noches varias mujeres Serbias eran sacadas del Centro de Detención por parte de soldados 
dirigidos por Delic y llevadas a unos edificios vecinos para violarlas (párr. 928), a raíz de 
ello la Sala determinó que la violación de un ser humano es un acto despreciable que vulnera 
el núcleo de la dignidad humana y la integridad física, ya que causa dolor y sufrimientos 
severos tanto física como psicológicamente, así mismo aseveró que no es una conducta  
accidental, por el contrario es un acto netamente intencional y deliberado (párr. 495).  
 En este caso se evidencia que no son solo las mujeres víctimas de violencia sexual, sino 
también los hombres pueden vivir en muchas formas estos actos de barbarie. Como lo 
demuestra la Sala cuando recepcionó los testimonios de varias víctimas, que aseguraron 
haber observado la coacción a dos hermanos, para que cometieran actos de felación delante 
de combatientes y civiles (párr.1061), en concordancia a esta afirmación el  estudio de Vivas 
y Pérez (2016) “Sobre la Situación de Graves Violaciones de Derechos Humanos y del 
Derecho Internacional Humanitario en Contra de las Mujeres en el Conflicto Armado 
Colombiano” que “las víctimas de esta clase de delitos no son exclusivamente del sexo 
femenino, aunque en el contexto de los conflictos armados la mayoría de los casos tienden 
afectar principalmente a mujeres, adolescentes y niñas” (p. 89),  adicionando esta posición  
autores como Cubides, Bautista, Tirado, Torres, Vivas, et, al,  (2016, p.23) investigadores de 
la Universidad Católica de Colombia  han establecido que,  ante la presencia de graves 
violaciones de derecho humanos, las mujeres y los niños representan una gran mayoría de 
victimas de actores armados en medio de conflictos armados. Y en lo concerniente a la 
violencia sexual contra los hombres en los conflictos armados, representa solo una excepción 
a esta generalidad que mayormente afecta la vida e integridad sexual de la mujer, como una 
de las principales víctimas de los conflictos armados.  
Frente a este caso cabe destacar por ultimó que fue el primer caso que en materia de crímenes 
sexuales, presentó acusaciones por violaciones y agresiones sexuales, como infracciones 
graves a los convenios de Ginebra de 1949 y leyes y costumbres de la guerra (Odio, s.f, p. 
290).  
 2.2. Precedente jurisprudencial del Tribunal Penal Internacional de Ruanda    
 
La jurisprudencia del Tribunal Penal Internacional Para Ruanda (TPIR), se 
caracterizó principalmente por observar aspectos novedosos en la violencia sexual 
contra la mujer por el conocido caso Akayesu:  
 
2.2.1. Caso Fiscalía vs Akayesu :  
 
La sala de primera instancia del TPIR analizó entre otras conductas, los diversos actos de 
violencia sexual en contra de varias mujeres de la etnia tutsi, perpetrados por la milicia local 
armada de la ciudad de Taba, dirigida por Jean Paul Akayesu  (Case N° ICTR-96-4-T, párr. 
12 a), a saber la sala se enfocó en los acontecimientos, de abril y finales de junio de 1994, 
donde cientos de civiles en su mayoría mujeres tutsis, se movilizaron en busca de refugio, a 
la oficina comunal de Taba, varias de estas mujeres fueron sometidas a actos de violencia 
sexual, amenazas y lesiones corporales por parte de esta milicia (párr.12b), en términos de la 
Sala, algunos testigos Afirmaron que si bien no observaron que Jean Paul Akayesu ejecutara 
algún acto de violencia sexual, si tenía conocimiento sobre estos actos, porque en varias 
ocasiones facilitaba, consentía y promovía la comisión de estas conductas (párr. 450).  
 
La Sala de primera instancia del TPIY, comprobó más allá de toda duda razonable, con el 
material probatorio, argumentos jurídicos, y demás evidencia, que Akayesu, ordenó, ayudó, 
instigó, fomentó y tenía conocimiento sobre los diferentes actos generalizados y sistemáticos 
de violencia sexual contra mujeres tutsi (párr. 691) razón por la cual profirió sentencia de 2 
de septiembre de 1998, declarando responsable penalmente al acusado por Genocidio 
(Estatuto de Ruanda, art. 2, lit. a), instigación directa y pública a cometer Genocidio (lit.c), 
crímenes de lesa humanidad (art.3), en la modalidad de homicidio intencional (lit. a), 
exterminio (lit. b), tortura (lit. f), violación (lit. g), y otros actos inhumanos (lit. i) (Veredicto. 
Case N° ICTR-96-4-T. Párr. 745).  
 
 Para algunos autores y Organizaciones Internacionales, el Caso Akayesu marcó una especial 
importancia en el DIH por el concepto y tratamiento dado a los crímenes sexuales. 
Convirtiéndose en el primer caso de la historia en que un Tribunal consideró como delito de 
genocidio la violación , ya que su intención iba dirigida a destruir total o  parcialmente a 
integrantes del grupo tutsi (Naciones Unidas, 2012, párr.8), a ello agrega De vito3, Gill 4 y 
Short5 (2009) en su artículo de investigación sobre “El  Delito de Violación Tipificado como 
Genocidio” que en este caso “el delito de violación como genocidio se concibe tanto como 
un acto cometido contra un individuo (las mujeres tutsis) como un acto cometido en contra 
del grupo (grupo étnico Tutsi)” (p. 44). La violación, tiene una doble dimensión, una 
individual por atentar contra la dignidad e integridad física y una colectiva porque su uso 
sistemático puede perjudicar a toda una comunidad (Lirola y Martin, 2013,p.42), lo cual hace 
pensar que la violación como genocidio se caracteriza en esencia como un crimen que 
transgrede la autonomía del individuo y también atenta contra un grupo (De vito, Gill & 
Short, 2009, p.44).      
     
Otros de los hitos, fue la ampliación y definición de la violencia sexual, al considerarla como 
“aquella invasión física de naturaleza sexual cometida bajo circunstancias coercitivas, la cual 
puede incluir actos que implican la inserción de objetos o el uso de orificios corporales” 
(TPIR. Case N° ICTR-96-4-T. Párr. 745); al respecto sostuvo ECOSOC (2001) que “en la 
causa contra Akayesu la violación se re conceptualiza como atentado a la seguridad de la 
mujer y se desecha el concepto abstracto de virtud o de baldón para la honra de toda la familia 
o aldea” (p. 18), el cual incorporaba la noción de la mujer como propiedad y no dimensionaba 
la magnitud de la violencia sexual contra la mujer como ser humano (Lindsey, 2000, párr.47).   
Aunque los dos Tribunales mostraron novedades en el tratamiento de la violencia sexual 
como crimen de guerra, crimen de lesa humanidad y actos de Genocidio. No cabe olvidar 
                                                            
3b 
4 Profesora de criminología de la Universidad de Roehampton  
5 profesor titular de derechos humanos en el Instituto de Estudios del Commonwealth Británico, Facultad de 
Estudios Avanzados, Universidad de Londres 
 que la competencia establecida para estos Tribunales era de carácter temporal y territorial 
por lo cual abarcaba los crímenes perpetrados en el tiempo en que concurrieron los conflictos 
armados y el lugar donde se ejecutaron estos crímenes (Corte Penal Internacional, 2012, 
parr.3), es decir que al ser los Tribunales de Ex Yugoslavia y Ruanda de carácter  ad hoc es 
decir para el caso en concreto,  su jurisdicción solo es aplicable a estos conflictos (Irigoin, 
2000, p.403). Por estas razones es que en el contexto internacional había surgido mucho 
tiempo atrás la necesidad de crear una Corte Penal Internacional de carácter permanente e 
independiente, que fue solo luego de las experiencias de estos dos Tribunales internacionales 
ad-hoc (p.404).  
3. TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA SEXUAL SEGÚN EL ESTATUTO DE 
ROMA Y LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
Los precedentes desarrollados por el TPIY y el TPIR han sido recopilados por el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional (CPI) de 1998, el cual ha representado uno de los 
mayores progresos en el tratamiento de los crímenes sexuales en el DIH (Lirola & 
Martin,2013, p. 18), ya que en medio de la redacción del Estatuto de Roma, cientos de ONG’s 
y grupos de mujeres aunaron esfuerzos para que todos los crímenes de violencia sexual contra 
la mujer fueran incluidos dentro de la Jurisdicción de la CPI (Odio, 2014, pp. 255-256), en 
especial los actos sexuales del crimen de guerra, pues algunas Delegaciones, consideraron 
que solo debían vincularse al Estatuto, conductas que expresamente constituyeran 
infracciones graves a los Convenios de Ginebra, por lo que la violencia sexual quedaba 
exenta en ese acápite (Zorrilla, 2005, p.72).    
Ahora bien, el Estatuto de Roma desarrolló la perspectiva de género, en los artículos, 
relacionados con los crímenes de guerra, crímenes de lesa humanidad, actos de Genocidio y 
la conformación del Tribunal por número igual de hombres y mujeres (p. 263), la inclusión 
de fiscales especializados en violencia sexual y violencia de género, y el establecimiento de 
una Dependencia donde se adopten mecanismos de protección y seguridad  y otra 
 Dependencia especializada en atención de diferentes traumas como la violencia sexual 
(ECOSOC,2001, p.9).        
Sin embargo ello no fue fácil, así lo estableció la profesora Maider Zorrilla de Derecho 
Internacional Público de la Universidad de Barcelona, porque varias naciones como, Irak, 
China y otros países orientales fundamentados en su religión, no aguardaron sus críticas a la 
perspectiva de género que el Estatuto de la Corte planteaba, específicamente en los crímenes 
sexuales de carácter internacional (2005,p.30), en razón a que el término “Género” para 
algunos países orientales e islamistas, podía abarcar otro tipo de orientaciones sexuales 
(Odio, 2014,p. 261), así que en miras de calmar a estos países, el Estatuto tuvo que definir el 
concepto de “género", como aquel que se refiere a los dos sexos, masculino y femenino en 
el contexto de la sociedad, el cual no tiene más acepción que la que antecede (p. 231).  
Así pues, con estas precisiones, el 17 de julio de 1998, la Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios creada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en la resolución 
51/ 207, aprueba el Establecimiento de la Corte Penal Internacional con su respectivo 
Estatuto (A/CONF.183/10, párr. 1-2), cuya entrada en vigor surtió el 1 de julio de 2002, con 
jurisdicción en aquellos crímenes cometidos por ciudadanos o en el territorio de los Estados 
que ratificaron el Estatuto de Roma (CPI, 2012, párr.10).   
Como ya se mencionó, la violencia sexual tuvo un papel importante en el Estatuto, porque 
consideró que podía comprender nuevas modalidades  y constituir crímenes de trascendencia 
para la comunidad internacional, como  Genocidio (Est. art.6) crimen de lesa humanidad (Est. 
art.7) y un crimen de Guerra (Est. art.8) (CPI, 2012, parr.4). 
Son varias las modalidades de violencia sexual que componen el crimen de genocidio, guerra, 
y lesa humanidad, así como también los elementos que los conforman a la hora de su 
ejecución y consumación como se verá a continuación:  
a. El crimen de Genocidio (Estatuto de Roma, art.6) expresa como modalidad 
específica, la imposición de medidas destinadas a impedir nacimientos (lit.d), sin 
embargo el compendio de la Corte Penal Internacional (2002) de los “Elementos de 
 los Crímenes” incluyó en este ítem análogamente la lesión grave a la integridad física 
o mental (literal b), siempre que la violación o los actos de violencia sexual sean 
perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente, ese grupo nacional, 
étnico, racial o religioso.  
Respecto a la intención como elemento inherente del Genocidio cabe indicar que hay autores 
como Posse (2001) que aseguran que no es necesario que se destruya la totalidad del grupo 
basta con que el agresor destruya intencionalmente un número sustancial o una parte 
exclusiva, que pueden ser líderes del grupo, para que se entienda consumada la conducta. 
Adicionalmente esta intención o Dolus specialis  debe ser anterior a la comisión de la 
conducta, sin embargo no es necesaria la premeditación de cada acto a ejecutar, basta con 
que el individuo realice la acción en medio de un intento Genocida  (Vivas & Reyes, 2010, 
p. 256).   
b. El crimen de lesa humanidad (Estatuto de Roma, art.7) vincula aquellos ataques  
generalizados o sistemáticos de índole sexual en contra de una población civil y con 
conocimiento del ataque, como la violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, 
embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual 
de gravedad comprable (lit. g).  
En lo que concierne al embarazo forzado, para que constituyera un crimen de lesa humanidad, 
tuvo que pasar por un proceso dispendioso, ya que algunos conservadores como el Vaticano, 
no deseaban su inclusión en el Estatuto (Zorrilla, 2005, p.33), intensión que no fue acatada, 
gracias a la presión de delegaciones progresistas; lo cierto es que con el fin de dar unanimidad 
a la disputa entre conservadores y progresistas, el Estatuto definió la conducta en el artículo 
7 (2) lit. (f) (p.34)6.  
                                                            
6  Por “embarazo forzado” se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha dejado embarazada 
por la fuerza, con la intención de modificar la composición étnica de una población o de cometer otras 
violaciones graves del derecho internacional. En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a las 
normas de derecho interno relativas al embarazo (Estatuto de Roma, art.7, núm. 2, lit. f).  
 c. El crimen de guerra (art. 8) del Estatuto de Roma, se materializa con aquellas 
infracciones graves a los Convenios de Ginebra de 1949 (conflictos armados 
internacionales) y al artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra (Conflictos 
armados no internacionales) perpetradas en contra de las personas o bienes protegidos 
por los Convenios (lit.a, b y c), estas graves infracciones como  atentados contra la 
integridad sexual pueden ser tanto en conflictos armados de carácter internacional  y 
conflictos armados no internacionales, por actos de esclavitud sexual, prostitución 
forzada, embarazo forzado, esterilización forzada, y cualquier otra forma de  
violencia sexual  que también constituya una grave violación a los Convenios de 
Ginebra (lit. b, inc. xxii) y al artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 
19 (lit.e, inc. vi).        
Si bien las conductas de violencia sexual se encuentran taxativamente mencionadas en el 
Estatuto de Roma, también existe una cláusula general establecida por el preámbulo del 
compendio de la Corte Penal Internacional (2002) sobre “Los Elementos de los Crímenes” 
donde  hace alusión a que todos los actos de violencia sexual que no se encuentren 
expresamente en el Estatuto, pero que cumplan con los requisitos que exigen los crímenes, 
podrán ser competencia de la Corte Penal Internacional (citado en Lirola & Martin, 2013, p. 
19), ello a raíz de las consideraciones realizadas por los Tribunales especiales ad hoc, en su 
jurisprudencia al comprender la violación como un crimen de Genocidio y como un acto de 
tortura (Zorrilla, 2005, p.36). 
Sintetizando lo anterior el Estatuto de Roma evidenció más progresos en los crímenes de 
violencia sexual, que los Estatutos de los Tribunales especiales Ad-hoc de Ex Yugoslavia y 
Ruanda; primero por crear una Corte Penal Internacional de carácter permanente e 
independiente, segundo por extender su competencia a aquellos países que ratificaran el 
Estatuto; tercero por establecer expresamente que los crímenes sexuales podían constituir 
una infraccion grave a los Convenios de Ginebra y por ello tenía carácter de crimen de guerra 
y Cuarto, por desarrollar las nuevas modalidades de violencia sexual y extender su concepto 
a aquellas conductas que no están expresamente en el Estatuto y que podrían constituir un 
crimen de Genocidio, crimen de lesa humanidad, y un crimen de guerra, siempre que cumplan 
 con las condiciones de cada crimen y cuarto entre otros por incluir la perspectiva de género 
en su articulado, en lo que concierne a que no son solo las mujeres víctimas de actos de 
violencia sexual sino también pueden ser los hombres víctimas de este flagelo.    
Aunque las novedades del Estatuto  representan hitos al DIH, la jurisprudencia de la Corte 
Penal Internacional entra a precisar nuevos aspectos relacionados con la prueba y las 
conductas de violencia sexual contra la mujer en el marco de los conflictos armados 
internacionales y no internacionales.   
 
3.1. Precedentes Jurisprudenciales de la Corte Penal Internacional  
No son muchos los casos de violencia sexual cuya competencia tenga la Corte Penal 
Internacional, sin embargo se desarrollarán los de mayor relevancia para este escrito, por 
incluir  hitos  adicionales sobre atentados a la integridad sexual,  que a saber son: 
3.1.1. Fiscalía vs Katanga:  
En este caso, el 30 de septiembre de 2008, la sala  de la Corte Penal Internacional, en la 
Decisión de confirmación de cargos, relacionó aquellos cargos contra Katanga líder y 
Brigadier General de las Fuerzas Militares de Resistencia Patriótica (FRPI), por incurrir en 
crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra al ejecutar un plan generalizado y 
sistemático en conjunto con el grupo armado denominado Frente Nacionalista e 
Integracionista (FNI), con el fin de exterminar la comunidad Hema residente del Pueblo 
Bogoro de la República Democrática del Congo (caso N° ICC-01 / 04-01 / 07, parr.31). 
Entre los cargos proferidos por la Fiscalía los cuales se relacionaban con la violencia sexual 
de mujeres civiles de la aldea de Bogoro, están la esclavitud sexual como crimen de lesa 
humanidad (art. 7) (1) (g)  y crimen de guerra (art.8) (2)(b) (xxii) – (2) (e) (vi), la violación 
como crimen de guerra (art.8) (2) (b) (xxii)- (2) (e) (vi) y los atentados contra la dignidad 
personal en particular los tratos degradantes y humillantes, como crimen de guerra (art.8) 
(2) (b) (xxii) - (2) (c) (ii) (párr. 32 - 33), crímenes que se originaron, cuando un grupo de 
 mujeres de la comunidad Hema fueron encarceladas y secuestradas por soldados de los 
grupos armados (FNI) y (FRPÍ) para ser obligadas a tener relaciones sexuales con estos 
sujetos, como esclavas sexuales (párr.348), uno de los casos que sirvió de precedente para 
la Corte fue el narrado por una de las testigos, quien afirmó que por medio de amenazas fue 
obligada a estar con un combatiente como esposa, para tener relaciones sexuales con él; 
como resultado de esas violaciones la víctima tuvo un hijo (parr.414).           
Ante los hechos de horror narrados por las mujeres víctimas de violación y esclavitud sexual, 
la Sala determinó en sus consideraciones, en forma de complementar los crímenes de 
violencia sexual, que los actos que implican esclavitud doméstica, coacción a prestar 
servicios sexuales en zonas específicas o matrimonios forzados, son formas de esclavitud 
sexual (parr.431).  
Lo más relevante de este caso es que la sala como ya se mencionó le dio categoría de 
esclavitud sexual, al matrimonio forzado el cual no se encuentra explícitamente ni como 
crimen de guerra y crimen de lesa humanidad en el Estatuto, recordemos que en virtud de la 
cláusula residual  la Corte tiene la competencia de aquellos actos de violencia sexual que 
aunque no están en el Estatuto, cumplen con los requisitos de los crímenes  relacionados.  
3.1.2 Fiscalía vs Bemba  :  
Jean Pierre Bemba fue condenado por cometer en calidad de Comandante militar, crímenes 
de lesa humanidad: asesinato (art. 7) (1) (a) violación (1), (g) y crímenes de guerra por 
asesinato (art.8) (2) (c) (i) y violación (2) (e) (v), por los acontecimientos desatados entre el 
26 de octubre del 2002 hasta el 15 marzo de 2003, con el Movimiento de liberación del Congo 
(MLC) en calidad de comandante, participo y dirigió el ataque generalizado contra la 
población Centroafricana, donde la Sala corroboro que se presentaron actos de asesinato y 
violación (caso N° ICC-01/05-01/08-3399, p.1).    
 La Sala pudo corroborar  mediante las declaraciones de varios testigos directos, que se 
presentaron múltiples actos de violación por parte de miembros del grupo armado MLC, 
quienes amenazaban a las víctimas con un pistola para poder abusar de ellas;  así mismo la 
 Sala que en medio de estos acontecimientos vio como factor predominante el elemento de la 
fuerza, la amenaza y la coacción (párr. 162), dicha aclaración la hace ante los argumentos de 
la Defensa del acusado quien sostuvo que las victimas consintieron las relaciones sexuales 
con los soldados, para lo cual la Sala consideró el argumento insostenible, ante el material 
probatorio, entre esos testimonial donde se verificaba el uso de la amenaza, fuerza y coacción 
(caso N° ICC-01/05-01/08-3399, párr.168).  
Este caso tiene un aporte importante relacionado con el carácter forzado crimen de violencia 
sexual porque hace énfasis en inexistencia del consentimiento, cuando los actos han 
precedido de fuerza, amenaza o coacción. Términos que están conectados con  relaciones de 
poder, donde el perpetrador goza de los medios tanto materiales (armas) como simbólicos 
(posición de autoridad), para doblegar a las víctimas que accedan a sus pretensiones. Como 
el caso Celebici del TPIY donde las testigos Grozdana y Anti eran sacadas por las noches 
para interrogatorios por el subcomandante Delic y otros soldados, para ser  violadas y 
torturadas (TPIY, case n° IT-96-21-T, párr..864), o el caso de Foca donde existían Centros 
de Detención exclusivos para la esclavización sexual de mujeres (TPIY, case n° IT-96-23-I, 
párr. 16).  
El caso de Bemba representó un avance histórico, por ser la primera condena de crímenes 
sexuales en la modalidad de crímenes de guerra y crímenes de lesa humanidad proferida en  
marzo de 2016  por la CPI (Amnistía Internacional, 2016, párr.5), una gran noticia para la 
comunidad internacional, aunque, resulte alarmante que solo exista una condena por 
crímenes sexuales en la justicia penal internacional.   
Si bien, los esfuerzos de la comunidad internacional en la creación del Estatuto y de la Corte 
Penal Internacional por enfrentar este flagelo han sido contundentes, es de aclarar que la 
violencia sexual contra la mujer ha estado presente, incluso después de su creación en 
algunos conflictos armados. Según el secretario General del Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas (2016) en su informe sobre “La Violencia Sexual Relacionada con los 
Conflictos”  basándose en los casos de violencia sexual contra mujeres, registrados por 
 misiones políticas y de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas, determinó un 
porcentaje de mujeres víctimas de este flagelo, en algunos conflictos armados como:   
 Afganistán: desde el 2014 al 2015 se documentaron 55 casos de violencia sexual 
contra mujeres, niñas y adolescentes, la dificultad de establecer estas cifras se derivó 
en las costumbres y normas manejadas por este país, ya que si las mujeres 
denunciaban estas conductas podían ser acudas de adulterio.     
 República Centroafricana: para el año 2015 se identificaron 79 casos de violencia 
sexual contra mujeres, y 36 violaciones de menores.  
 Republica Democrática del Congo: solo para el año 2014, existió un registro de 
11.769 casos de crímenes sexuales contra mujeres. 
 Iraq: en este conflicto armado para el año 2015 se documentaron que 1.500 civiles, 
pudieron verse expuestos a la esclavitud sexual.  
 Somalia: el registro de denuncias que para el 2015, oscilaron en 2.891 incidentes de 
violencia sexual. 
 Nigeria: se estimó que aproximadamente 2.000 mujeres y niñas fueron secuestradas 
y sometidas a esclavitud sexual, en el 2015.  
 Colombia: el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, logró registrar, 7.353 
casos de violencia sexual contra las mujeres, desde 1985 hasta el año 2014. 
Particularmente, en Colombia la página web de la Unidad para la Atención y Reparación a 
las Victimas (UARIV) (2017), estableció que para el año actual 2017, existen 23. 514 
víctimas de violencia sexual de las cuales aproximadamente 21.083 corresponden a mujeres 
y 2.431 hombres.   
Finalmente vale mencionar que si bien han sido varios los esfuerzos por parte del TPIY y 
TPIR y la CPI, por enfrentar y condenar a nivel internacional el flagelo que enfrentan las 
mujeres víctimas de violencia sexual, es una lucha que seguirá existiendo mientras estas 
conductas sigan persistiendo en los conflictos armados actuales y no se tomen medidas 
contundentes y precisas para proteger plenamente a las mujeres no solo en los conflictos 
armados sino también en contextos de paz.    
 CONCLUSIONES 
 
De acuerdo a todo lo tratado en este escrito se puede llegar a varias conclusiones, entre otras 
que la censura a la violación contra la mujer estuvo presente desde mucho tiempo atrás en 
algunas normas convencionales o consuetudinarias, como las ordenanzas de la guerra de los 
cien años  a mediados de los siglos XIV y XV. donde expresamente se prohibió la violación; 
el código de Lieber de 1863 cuya compilación de normas consuetudinarias tuvo presente la 
regulación de la violación; los Convenios de la Haya de 1899 y 1907 que la incluían bajo el 
enunciado de  los atentados al honor de la familia; el Estatuto del Tribunal Militar 
Internacional de Tokio que vinculó la violación como un crimen de guerra a diferencia del 
Estatuto del Tribunal Militar Internacional de Núremberg que ignoró por completo este tipo 
de crímenes tanto en su Estatuto como en sus sentencias, hasta llegar a los Convenios de 
Ginebra de 1949 como desarrollo del DIH que hacen alusión a la protección de la mujer 
contra los atentados a su honor, pudor y en particular contra la violación y prostitución 
forzada  (Odio, s.f ; Viseur, s.f ). 
Sin embargo, las normas antes mencionadas trataban la violencia sexual contra la mujer 
relacionada con factores vinculados al honor y pudor desde una perspectiva patriarcalizada 
que solo comprendía la afectación del honor del hombre como protector de sus mujeres, 
quienes desde el esquema patriarcal tenían el rol de esposas o madres,  más que como seres 
humanos (Lirola & Martin, 2013; Goldstein, s.f.; CIDH, 2006), también por no establecer la 
conducta como una infracción grave al DIH. Conceptos que invisibilizaba y no permitía el 
desarrollo pleno de una normatividad que realmente abarcara la magnitud de la violencia 
sexual como crímenes internacionales, por el contrario, generaba su tratamiento como actos 
de barbarie, evitando tratar este tipo de vejaciones como un crimen totalmente autónomo. 
Fue el impacto generado por los genocidios vividos en la Ex Yugoslavia y Ruanda lo que 
hizo más visible la existencia de la violencia sexual contra mujeres en contextos armados, 
esto permitió considerar que este tipo de actos podían constituir crímenes de trascendencia 
internacional.  Los Estatutos y la jurisprudencia de los Tribunales ad hoc de ex Yugoslavia 
 y Ruanda  le dieron la categoría de crimen de guerra, actos de genocidio  y crimen contra la 
humanidad a la violencia sexual, este tratamiento permitió comprender la magnitud y las 
formas en las que se pueden desarrollar estas conductas. 
Entre los casos más destacable podemos mencionar que por el TIPY varios casos sentaron 
las bases de su tratamiento como crimen penal internacional, como el caso Foca (case n° IT-
96-23-I), donde se condenó por primera vez la violación como crimen de lesa humanidad, 
el caso Tadic (case n° IT-94-1-T) que dio una mayor importancia a la aplicación del principio 
de presunción de fiabilidad de las mujeres víctimas de violencia sexual, sin necesidad de 
corroboración. O el caso Celebici (case n° IT-96-21-T), que de manera indirecta da a 
entender que los crímenes sexuales no solo afligen el cuerpo y la dignidad de la mujer sino 
también a los hombres, aunque en menor medida pueden experimentar esta clase de daños, 
ello en razón a la versión de los testigos que afirmaron la existencia de actos de felación por 
parte de dos hermanos en Centros de detención (párr.1061). Posición en la que concuerda el 
estudio de Vivas y Pérez (2016) al enfatizar que los hombres pueden ser víctimas de crimen 
sexual, solo que se evidencia más en las mujeres, niño y adolescente.               
 Ahora bien se puede determinar que el Estatuto de Roma, se caracterizó por lograr grandes 
avances en materia de género, específicamente por incluir la perspectiva de género, 
considerando varios aspectos como que los crímenes de guerra, lesa humanidad y genocidio 
pueden comprender a ambos sexos. La perspectiva de género también abarcó la composición 
de las salas de decisión de la CPI, debiéndose en todo caso  conformarse por un número 
igual de jueces hombres y mujeres sin distinción alguna y el requerimiento expreso de  
fiscales especializados en violencia sexual y violencia de género.  
Así mismo su jurisprudencia marcó varios hitos en el DIH, en particular el caso Bemba (caso 
N° ICC-01/05-01/08-3399) por dos aspectos de suma relevancia, primero porque hace ver 
que el consentimiento es netamente nulo cuando esta precedido de actos que implican el uso 
de la fuerza, coacción, amenazas o poder y segundo porque es el primer caso que la CPI en 
el año 2016,  ha presentado una condena por crímenes sexuales en la modalidad de crimen 
de lesa humanidad y crimen de guerra (Amnistía Internacional, 2016).    
 Se observa igualmente que si bien la Corte Penal Internacional y su Estatuto han contribuido 
óptimamente a la regulación y sanción de los crímenes sexuales. Aunque actualmente siguen 
presentándose actos de violencia sexual en varios de los conflictos armados, como 
Colombia, Republica Centro Africana, Irak y Nigeria entre otros.    
Para concluir, el tratamiento de la violencia sexual como crímenes internacionales, ha estado 
precedida por varias y arduas luchas en virtud de reconocimiento a nivel internacional. 
Lucha que seguirá persistiendo siempre que se presenten obstáculos que impidan que la 
mujer pueda gozar de protección, justicia, reparación, verdad, y no repetición de conductas 
de violencia sexual en marcos de conflictos armados internos e internacionales; lo que hace 
pensar que es deber de los Estados comprometerse eficazmente con el enfrentamiento a estas 
conductas que en conflictos armados constituyen crímenes internacionales y graves 
violaciones al DIH.     
No solo cuando existan conflictos armados debe estar inmersa la protección de la mujer de 
atentados contra la integridad sexual, también en tiempos de paz se visibiliza, ya que este 
tipo de violencia no solo es exacerbada en contextos armados, también en la cotidianidad de 
la mujer, como madre, esposa, trabajadora, agente de cambio, entre otros roles que 
desempeñan en la sociedad, no bajo un esquema patriarcal, sino como ser humano.        
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